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Limitación y Protección de la Protesta desde el Derecho Administrativo Colombiano 

 

Camilo Andrés Benítez Madrid 

Resumen 

El presente artículo examina la regulación del derecho fundamental a la protesta en el 

marco del derecho administrativo, con especial énfasis en la manera en que las autoridades 

estatales, en ejercicio de sus competencias, han intervenido en su desarrollo mediante decretos 

bajo el argumento de preservar el orden público, la seguridad ciudadana y la convivencia. En este 

contexto, se destaca que, a partir de corrientes como el neoconstitucionalismo y el nuevo 

constitucionalismo latinoamericano la protesta ha sido reconocida en el Estado social de derecho 

como un derecho fundamental y un canal legítimo de participación ciudadana, en tanto 

manifestación de la soberanía popular. De este modo, la protesta se entiende como una práctica 

compatible con el orden constitucional, que promueve el diálogo y cuya garantía constituye un 

indicador esencial del nivel de calidad democrática. No obstante, los datos expuestos evidencian 

una crisis en la garantía efectiva de este derecho, particularmente en lo relacionado con la actuación 

de la fuerza pública. La omisión del legislador en expedir una ley estatutaria que lo regule 

integralmente ha trasladado indirectamente a la jurisprudencia y al derecho administrativo la 

función de delimitar su ejercicio, derivando en actos administrativos de orden nacional y territorial 

que oscilan entre un enfoque garantista, como el Decreto 003 de 2021, que privilegia el diálogo y 

el uso diferenciado de la fuerza, y uno restrictivo como el Decreto 575 de 2021, y diversas 

disposiciones locales que priorizan la contención y el control sin establecer salvaguardas claras 

para el ejercicio del derecho. El artículo concluye, que el derecho administrativo colombiano ha 

desempeñado un papel determinante en la protección y limitación de la protesta al configurar un 

marco que regula el ejercicio de este derecho y la intervención estatal, pero también se evidencia 
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la necesidad de expedir una ley proporcional y garantista que armonice el mantenimiento del orden 

público con la plena efectividad del derecho a la protesta. 

Palabras clave 

Protesta, derecho administrativo, participación, manifestación pública, decreto, fuerza 

pública, intervención estatal. 

Abstract 

This article examines the regulation of the fundamental right to protest within the 

framework of administrative law, with particular emphasis on the manner in which state 

authorities, in the exercise of their constitutional powers, have intervened in its development 

through decrees issued under the argument of preserving public order, citizen security, and 

peaceful coexistence. In this context, it highlights that, drawing from currents such as 

neoconstitutionalism and the new Latin American constitutionalism, protest has been recognized 

within the Colombian social rule of Law as a fundamental right and a legitimate channel of citizen 

participation, as an expression of popular sovereignty. Thus, protest is understood as a practice 

compatible with the constitutional order, fostering dialogue and serving as an essential indicator 

of the level of democratic quality. Nevertheless, the findings presented reveal a crisis in the 

effective guarantee of this right, particularly regarding the actions of the security forces. The 

legislature’s omission to enact a statutory law that comprehensively regulates this right has 

indirectly shifted to jurisprudence and administrative law the task of defining its scope, resulting 

in the issuance of administrative acts at both the national and territorial levels. These measures 

oscillate between a rights-oriented approach—such as Decree 003 of 2021, which prioritizes 

dialogue and the differentiated use of force—and a restrictive approach—such as Decree 575 of 

2021 and various local provisions that emphasize containment and control without establishing 

clear safeguards for the exercise of the right. The article concludes that Colombian administrative 

law has played a decisive role in both protecting and limiting protest by shaping a framework that 

regulates the exercise of this right and state intervention. However, it also highlights the pressing 

need to enact a proportional and rights-oriented law that harmonizes the maintenance of public 

order with the full effectiveness of the right to protest.  
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Introducción 

El artículo titulado “Limitación y Protección de la Protesta desde el Derecho 

Administrativo Colombiano” surge como resultado del proyecto de investigación aprobado en el 

módulo de Investigación I de la Especialización en Derecho Administrativo. Su objetivo general 

consiste en analizar cómo el derecho administrativo colombiano protege y limita el derecho 

fundamental a la protesta, en el marco de la garantía de los derechos fundamentales y de la 

seguridad pública. Para ello, se plantearon cuatro (4) objetivos específicos: i) analizar las corrientes 

del neoconstitucionalismo y del nuevo constitucionalismo latinoamericano frente al derecho a la 

protesta, como fundamento teórico y dogmático; ii) examinar la protesta social como 

manifestación de la participación ciudadana en el marco del Estado social de derecho, en relación 

con el principio de democracia participativa; iii) evaluar el impacto del derecho fundamental a la 

protesta en Colombia, identificando sus efectos en la garantía de derechos fundamentales y en las 

tensiones con el mantenimiento del orden público; y iv) analizar la limitación y protección del 

derecho a la protesta desde el derecho administrativo a través de pronunciamientos 

jurisprudenciales y actos administrativos, destacando sus alcances en la garantía efectiva de este 

derecho fundamental y su tensión con el orden público. 

El método de investigación es el hermenéutico jurídico, en ese sentido, se interpretan de 

manera detallada los fundamentos constitucionales y jurisprudenciales que reconocen y protegen 

el derecho a la protesta, así como el alcance y la aplicación de tales disposiciones. Del mismo 

modo, se analizan los preceptos normativos del derecho administrativo colombiano que permiten 

la intervención estatal en las manifestaciones sociales y las limitaciones impuestas en relación con 

la seguridad, el mantenimiento del orden público y el respeto por los derechos fundamentales. Este 

método resulta adecuado para la comprensión de los desarrollos constitucionales, administrativos 

y jurisprudenciales que impactan el ejercicio del derecho a la protesta en Colombia, ofreciendo 

una visión sistemática y coherente del tema. 
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Para tal efecto, se realizó una revisión bibliográfica sobre teóricos de las corrientes del 

neoconstitucionalismo y el nuevo constitucionalismo latinoamericano, con el fin de comprender 

el fundamento de la protesta como derecho en las nuevas constituciones, así como su legitimidad 

como mecanismo de participación ciudadana en el Estado social de derecho. Asimismo, se 

emplearon técnicas de selección de datos e informes recientes provenientes de entidades estatales, 

organizaciones internacionales y no gubernamentales, relativos a la garantía del orden público y a 

la protección efectiva de los derechos fundamentales de los manifestantes y de terceros en 

contextos de protesta en Colombia. Igualmente, se seleccionaron y analizaron pronunciamientos 

de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, la Corte Constitucional y el Consejo de 

Estado, junto con decretos relevantes expedidos por autoridades nacionales y territoriales que 

regulan el derecho a la protesta y el mantenimiento del orden público en el marco de las 

manifestaciones. La revisión se centró en disposiciones relacionadas con la protección y limitación 

del derecho, así como en aquellas que orientan el actuar de las autoridades y de la fuerza pública 

en escenarios de movilizaciones sociales y fue objeto de interpretación jurídica y sistemática, lo 

que permitió determinar la manera en que el derecho administrativo colombiano protege y limita 

el derecho a la protesta.  

El derecho fundamental a la protesta constituye uno de los escenarios más relevantes de 

expresión ciudadana y participación política en el marco del Estado Social de Derecho. En 

Colombia, su ejercicio ha adquirido una especial trascendencia en los últimos años, al convertirse 

en un medio legítimo para canalizar demandas sociales, denunciar vulneraciones de derechos y 

fortalecer el principio democrático. No obstante, la ausencia de una regulación legislativa y el 

recurso frecuente a actos administrativos y a la actuación de la fuerza pública han configurado un 

campo de tensiones permanentes entre la protección del derecho y la preservación del orden 

público y la seguridad ciudadana. Estas circunstancias evidencian la necesidad de estudiar el papel 

del derecho administrativo como instrumento de garantía, pero también de limitación, en el marco 

de la protesta social. En este sentido, el análisis realizado permitió identificar que, aunque la 

Constitución Política reconocen la protesta como un derecho fundamental y una manifestación 

legítima de participación democrática, su garantía efectiva enfrenta serios desafíos. La ausencia 

de una ley estatutaria ha llevado a que el derecho administrativo y la jurisprudencia asuman la 

tarea de delimitar este derecho. Si bien existen disposiciones que buscan promover la mediación, 

también se evidencian actos administrativos de carácter represivo, lo cual pone de presente la 
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necesidad de avanzar hacia una regulación clara, garantista y proporcional que armonice la 

seguridad pública con la plena efectividad de este derecho fundamental. 

1. Neoconstitucionalismo y nuevo constitucionalismo latinoamericano ante la protesta. 

Las manifestaciones públicas son una forma de expresión colectiva mediante la cual 

distintos sectores sociales visibilizan sus inconformidades, reclamos o aspiraciones frente a 

decisiones estatales, dinámicas institucionales o situaciones que afectan sus derechos. Estas 

expresiones no solo cumplen una función comunicativa, sino que también constituyen derechos e 

instrumentos de coerción legítima dentro de un sistema democrático. En este sentido, Archila 

(2001) señala que “Ellas constituyen el conjunto de acciones sociales colectivas que expresan 

intencionalmente demandas o presionan soluciones ante el Estado, las entidades privadas o los 

individuos” (p. 18). Desde esta perspectiva, la protesta social no debe ser entendida únicamente 

como una reacción espontánea o disruptiva, sino como una práctica política que articula demandas 

ciudadanas en escenarios de deliberación pública. Su ejercicio se configura como una expresión 

legítima de participación democrática, especialmente cuando se enmarca en contextos de 

exclusión, desigualdad o vulneración sistemática de derechos.  

Esta visión ha sido fortalecida por corrientes contemporáneas del pensamiento jurídico que 

reivindican el papel del ciudadano como sujeto activo en la construcción del orden institucional. 

En efecto, enfoques como el neoconstitucionalismo y el nuevo constitucionalismo latinoamericano 

han contribuido a resignificar el lugar de la protesta en el sistema jurídico, reconociéndola como 

un derecho fundamental que trasciende la mera formalidad. Estas corrientes promueven una lectura 

sustancial de la Constitución, en la que el ciudadano no solo es destinatario de normas, sino 

también constituyente de legitimidad. Al respecto, Llano (2024)  señala que, 

…, la acción colectiva de la protesta social, para los teóricos del derecho y 

constitucionalistas de la región, se concibe que es un derecho fundamental, claro desde una 

perspectiva crítica y amplia sobre la ciencia jurídica, apreciación soportada en enfoques 

como el Neoconstitucionalismo, el Nuevo Constitucionalismo Latinoamericano y la Teoría 

Crítica del Derecho, donde los ciudadanos se convierten en el eje sobre que soportan las 

instituciones estatales, con conceptos que le otorgan legitimidad como el constituyente 
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primario o de origen, el constitucionalismo popular, la democracia sustancial o el buen 

vivir (p. 99). 

El neoconstitucionalismo es corriente jurídica que se distancia de la tradición formalista, 

proponiendo una lectura sustancial de la Constitución, en la que los principios, valores y derechos 

adquieren fuerza normativa y operativa. En este contexto, la Constitución no es un texto estático, 

sino un sistema dinámico que busca la efectividad de las prerrogativas establecidas orientando la 

actuación estatal y garantizando la participación ciudadana como fuente de legitimidad. En este 

sentido, resulta necesario comprender el neoconstitucionalismo como un modelo jurídico que 

supera el formalismo normativo y redefine la estructura del derecho desde su base constitucional. 

En efecto, el neoconstitucionalismo es entendido como un,  

…, esquema teórico que explica el proceso de transformación de la tradición 

formalista del derecho, derivado de la aceptación y comprensión de la norma fundamental 

como norma jurídica que integra un sistema de principios y valores que respaldan todo el 

derecho y, por consiguiente, al Estado y sus actividades (Romero, 2015, p. 18). 

Este enfoque respalda el establecimiento de una norma superior denominada constitución 

que consagra positivamente una serie de principios y derechos en torno al ciudadano los cuales se 

deben materializar permeando todo el ordenamiento juridico, incluyendo la actividad de las 

autoridades públicas.  En este contexto, el modelo neoconstitucional establece una estructura 

normativa robusta, en la que los derechos fundamentales ocupan un lugar central y se articulan 

con principios constitucionales que orientan la interpretación jurídica. El neoconstitucionalismo, 

de acuerdo con Comanducci (2002) se caracteriza por, 

…, una constitución "invasora", por la positivización de un catálogo de derechos 

fundamentales, por la omnipresencia en la constitución de principios y reglas, y por algunas 

peculiaridades de la interpretación y de la aplicación de las normas constitucionales 

respecto a la interpretación y a la aplicación de la ley (p. 97). 

Esta caracterización permite identificar los elementos estructurales que definen al 

neoconstitucionalismo como una corriente que supera el formalismo normativo y promueve una 

constitucionalización integral del orden jurídico. En primer lugar, la noción de “constitución 
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invasora” alude a la expansión del texto constitucional hacia todos los ámbitos del derecho, lo que 

implica que los principios y derechos fundamentales no se limitan a la parte dogmática, sino que 

impregnan la elaboración, interpretación y aplicación de todas las normas jurídicas. En segundo 

lugar, la positivización de derechos implica su incorporación expresa en el texto constitucional, lo 

que refuerza su exigibilidad y operatividad frente a los poderes públicos. En tercer lugar, la 

omnipresencia de principios constitucionales transforma la labor judicial, exigiendo una 

interpretación orientada por valores superiores como la dignidad humana, la igualdad material y 

la participación. Finalmente, las peculiaridades interpretativas del neoconstitucionalismo permiten 

que los jueces constitucionales actúen como garantes de los derechos.  

Al ser un elemento característico el reforzar la exigibilidad y materialización de derechos 

frente al Estado, se ubica al individuo como eje de legitimidad institucional por ser este el principal 

destinatario de dichas prerrogativas, en este orden de ideas, el enfoque juridico mencionado es un 

modelo constitucional que reconoce la protesta social como una expresión legítima del poder 

ciudadano, y que exige a las autoridades administrativas y judiciales una respuesta respetuosa de 

los principios constitucionales, en especial cuando se trata de derechos que activan la deliberación 

pública y el control político desde la sociedad. 

La percepción de la manifestación social como un derecho fundamental también encuentra 

sustento en el concepto del nuevo constitucionalismo latinoamericano, que, según Salazar (2013)  

“…, es la denominación con la que han sido bautizados los procesos constituyentes y el resultado 

de los mismos de algunos países de América Latina en los últimos años del siglo XX y la primera 

década del XXI” (p. 348). En Colombia, el derecho a la protesta social, reconocido en la 

Constitución de 1991, se consolidó como parte del proceso reformista que dio origen a nuevo orden 

constitucional en el país. Dicho reconocimiento no fue producto de una simple inclusión 

normativa, sino de una reconfiguración profunda del texto constitucional, que buscó superar el 

modelo autoritario heredado del siglo XX y un aumento en la participación ciudadana. Gararella 

(2018) afirma que “A partir de la aprobación de las Constituciones de Colombia (1991); Venezuela 

(1999); Ecuador (2008) y Bolivia (2009), se suele hablar de la existencia de un “nuevo 

constitucionalismo latinoamericano” (p. 110). Así, el reconocimiento del derecho fundamental a 

la protesta puede considerarse una manifestación concreta del nuevo constitucionalismo 
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latinoamericano, al ser resultado directo de los cambios impulsados por el proceso constituyente 

colombiano. Cabe agregar que este nuevo enfoque juridico,  

…, simplemente, refuerza algunos de los rasgos ya bien presentes en el marco 

constitucional de América Latina. Luego de la última oleada de reformas, nos encontramos 

con que: i) la parte orgánica de las nuevas constituciones sigue estando caracterizada por 

una estructura de poder concentrada políticamente y centralizada territorialmente; mientras 

que ii) la parte dogmática sigue distinguiéndose por la presencia de declaraciones de 

derechos robustas, generosas y extensas, que combinan derechos individuales y sociales de 

diverso tipo (Gargarella, 2018, p.115). 

Esto significa que en términos estructurales persiste una continuidad con el modelo 

neoconstitucional, especialmente en lo que respecta a la consagración de un catálogo de derechos 

constitucionales que se extienden a toda la normatividad. Sin embargo, a presar de esta aparente 

falta de innovación “…, el constitucionalismo latinoamericano propuso fórmulas diversas, 

destinadas a abrir mayores oportunidades y espacios de control y decisión populares” (Gargarella, 

2018, p. 116). Lo anterior implica que, aunque se mantienen estructuras y aspectos jurídicos 

tradicionales, el nuevo constitucionalismo latinoamericano promueve mecanismos de 

participación y de control democrático. El derecho a la protesta social se inscribe como una de 

esas novedades sustantivas, al constituirse en un derecho que permite a la ciudadanía interpelar al 

poder, exigir rendición de cuentas y participar en la construcción del orden constitucional. 

En consecuencia, estos enfoques jurídicos por una parte exaltan los derechos 

fundamentales y establecen principios y valores constitucionales interpretativos que limitan y 

dirigen la actuación de las entidades gubernamentales, orientándolas hacia la consecución y 

garantía de dichos derechos, y por otra, respaldan la consagración de una serie de mecanismos que 

permiten el control y la participación ciudadana en el ejercicio del poder ejecutivo, legislativo y 

judicial.  La inclusión de la Constitución colombiana dentro de estas corrientes es evidente, puesto 

que, en primer lugar, la misma establece una serie de principios constitucionales y derechos cuya 

materialización y garantía son un fin esencial, propio y prioritario del organismo Estatal, y que por 

lo tanto orientan el actuar de las autoridades y sus funcionarios, siendo un referente hermenéutico 
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para la interpretación y aplicación de las demás normas que conforman el ordenamiento jurídico 

colombiano, así lo ha reconocido la Corte Constitucional (1992) al expresar que,  

…, la Constitución está concebida de tal manera que la parte orgánica de la misma 

solo adquiere sentido y razón de ser como aplicación y puesta en obra de los principios y 

de los derechos inscritos en la parte dogmática de la misma. […] No es posible, entonces, 

interpretar una institución o un procedimiento previsto por la Constitución por fuera de los 

contenidos materiales plasmados en los principios y derechos fundamentales (Sentencia T-

406/92, del 5 de junio).  

En segundo lugar, el texto constitucional también ha establecido una serie de instrumentos 

que le han brindado una mayor importancia a la participación ciudadana en el seguimiento y 

evaluación del desempeño de la función pública, definida esta por el Departamento Administrativo 

de la Función Pública – DAFP – (2023) como aquellas “…., actividades mediante las cuales 

desarrollan los fines propios del Estado, a través de los órganos de las ramas del poder público, de 

los órganos autónomos e independientes” (Concepto 099931, 2023, del 09 de marzo). Esta noción 

de función pública, vinculada a la estructura y fines del Estado, revela que el individuo no solo es 

destinatario de las actuaciones administrativas, sino también sujeto activo de su vigilancia y mejora 

continua. Por lo tanto, la participación ciudadana, se convierte en una manifestación de control 

que coadyuva a garantizar el correcto ejercicio de las funciones estatales, y que ofrece la 

posibilidad de que el pueblo adopte directamente sus decisiones o exprese sus opiniones respecto 

de asuntos de interés general. Sobre esto, el Consejo de Estado (2016) ha señalado que, 

…, la Constitución Política regula los mecanismos que hacen posible que los 

ciudadanos tomen decisiones directamente tal y como ocurre en el caso del plebiscito, del 

referendo y de la consulta popular. Igualmente prevé la Carta formas de participación de 

los ciudadanos que no conducen a la adopción directa de decisiones pero que implican la 

posibilidad de incidir en las decisiones de mayor importancia tal y como ocurre, por 

ejemplo, con la iniciativa popular normativa, con el cabildo abierto o con la acción pública 

de inconstitucionalidad (Consejo de Estado, Rad: 2007-00024-02, 2016, del 17 de marzo).  

Estos mecanismos han permitido que el ciudadano ostente un papel relevante y activo en 

la formulación, ejecución y evaluación de las políticas públicas que afectan a la colectividad y 
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determinan los destinos del país. Bajo este contexto, el derecho a la protesta, en las corrientes del 

neoconstitucionalismo y del nuevo constitucionalismo latinoamericano, se concibe como derecho 

un fundamental y como un canal de participación. De igual forma, es reconocido no solo como 

instrumento de expresión ciudadana, sino también como herramienta esencial para el ejercicio del 

control político sobre la gestión pública de los servidores públicos. Conceptos como el 

neoconstitucionalismo y el nuevo constitucionalismo latinoamericano posibilitan comprender que 

la protesta no es una acción ajena al orden constitucional, al contrario, es una práctica compatible 

con el principio democrático, que dinamiza el dialogo institucional, corrige desequilibrios 

estructurales, materializa derechos y fortalece la relación entre los ciudadanos y el Estado. 

2. Participación y derecho a la protesta en el Estado social de derecho: 

El Estado social de derecho constituye el modelo constitucional que orienta la organización 

política y jurídica de Colombia desde la promulgación de la Constitución de 1991. Este modelo se 

caracteriza por la integración de principios como la justicia material, la dignidad humana, la 

solidaridad, la democracia participativa y la legalidad, que buscan garantizar además de la igualdad 

formal ante la ley, condiciones materiales que permitan el ejercicio efectivo de los derechos 

fundamentales. En consecuencia, el concepto de Estado social de derecho impone a los organismos 

públicos obligaciones positivas para la realización de estos derechos - incluidos los sociales, 

económicos, culturales y colectivos -, así como para la promoción de la participación ciudadana 

en los asuntos públicos, conforme con los postulados constitucionales que rigen el ordenamiento 

juridico colombiano.  

El modelo constitucional colombiano no se limita a reconocer derechos en abstracto, sino 

que impone al Estado el deber de garantizar condiciones materiales que permitan su ejercicio 

efectivo mediante políticas públicas eficaces, programas sociales sostenibles y garantías 

normativas reales. La consagración de este modelo de estado en la Constitución no puede 

interpretarse como una simple cláusula formal, sino como una estructura funcional que obliga a 

las autoridades públicas a adoptar medidas concretas orientadas a la protección de la dignidad 

humana, la libertad y la igualdad, especialmente de los sectores más vulnerables de la nación. A 

partir de esta exigencia constitucional, se entiende que el Estado debe, 
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..., garantizar a sus miembros, sobre todo a aquellos que se encuentran bajo un 

estado de debilidad, unos mínimos relacionados con alimentación, salud, vivienda, 

educación, que no se entienden como una simple dádiva otorgada por mera liberalidad o 

por caridad por parte del Estado, sino como el reconocimiento efectivo de derechos para 

todos (Marín & Trujillo, 2016, p. 58). 

Por su parte, la participación ciudadana, en el Estado social de derecho, no constituye una 

concesión sometida al arbitrio de los organismos estatales, sino una exigencia estructural de orden 

constitucional que habilita a los ciudadanos para incidir en la toma de decisiones públicas que 

afectan su vida social, económica y política. Esta posibilidad que anteriormente se encontraba 

claramente limitada por una democracia simplemente representativa, actualmente se configura 

como una realidad con múltiples escenarios de intervención. Sin embargo, la participación 

ciudadana no se circunscribe única y exclusivamente al uso de los instrumentos previstos en la 

Constitución (1991), la cual dispone que “Son mecanismos de participación del pueblo en ejercicio 

de su soberanía: el voto, el plebiscito, el referendo, la consulta popular, el cabildo abierto, la 

iniciativa legislativa y la revocatoria del mandato” (art. 103).   

Esta enumeración, aunque relevante, no agota las formas legítimas de participación 

reconocidas por el orden constitucional. En efecto, la participación ciudadana debe entenderse 

como un principio transversal que permea todo el ejercicio del poder público, incluyendo espacios 

no institucionalizados como la protesta, los procesos de deliberación comunitaria y las expresiones 

públicas de inconformidad. Estas modalidades, aunque no siempre canalizadas por mecanismos 

formales, constituyen un derecho traducido en manifestaciones legítimas de soberanía popular que 

deben ser protegidas por el Estado. Tal como lo ha señalado el Consejo de Estado (2020) “Este 

derecho implica el reconocimiento de una capacidad más general, que se encamina a promover la 

incidencia de los ciudadanos en las decisiones colectivas, y que no debe restringirse a los 

escenarios electorales” (Consejo de Estado, Rad: 2020-00120-00(2444), 2020, del 21 de abril). 

Este planteamiento permite advertir que la participación ciudadana no se agota en los 

mecanismos institucionalizados, pues responde a una lógica mucho más amplia, en la que el 

ciudadano se reconoce como sujeto activo en la construcción de lo público. La alusión a una 

“capacidad más general” sugiere que el ejercicio democrático no puede reducirse a momentos 
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puntuales de decisión, dado que debe proyectarse en los procesos de deliberación y análisis de la 

misma, así como también consolidarse como una práctica cotidiana en la vida de los individuos, 

con incidencia tangible en los asuntos colectivos. En ese sentido, la intervención ciudadana 

adquiere una dimensión estructural que cuestiona y obliga tanto a la arquitectura institucional 

como a la cultura política y ciudadana a revisarse y transformarse.  

En cuanto a la arquitectura institucional, es pertinente resaltar que la democracia 

participativa, como ya se mencionó, no se limita a una dimensión electoral ni a la actuación de 

organismos específicos, sino que constituye un principio estructural del funcionamiento integral 

del Estado. Su alcance se proyecta sobre la función pública y exige que en ella se incorporen 

mecanismos que permitan la intervención ciudadana en la formulación, ejecución y control de las 

decisiones públicas. Esta concepción de la democracia ha sido respaldada por la jurisprudencia del 

Concejo se Estado, al señalar que “…, se extiende a todas las ramas del poder público: ejecutivo, 

legislativo y judicial, y a todos los órganos y organismos del Estado, e incluso permea ámbitos de 

la vida privada” (Consejo de Estado, Rad: 2018-00094-00(2381), 2019, del 6 de marzo).  

Lo anterior implica que las autoridades públicas, en todos los niveles, están llamadas a 

garantizar escenarios efectivos de involucramiento ciudadano en sus actuaciones, promoviendo 

una mayor participación de las comunidades. Tal mandato se encuentra plasmado en el 

ordenamiento jurídico colombiano como desarrollo del principio de democracia participativa en 

el ámbito de la función administrativa de la Rama Ejecutiva, particularmente en el precepto 

contenido en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – 

CPACA – (2011), el cual dispone que “En virtud del principio de participación, las autoridades 

promoverán y atenderán las iniciativas de los ciudadanos, organizaciones y comunidades 

encaminadas a intervenir en los procesos de deliberación, formulación, ejecución, control y 

evaluación de la gestión pública” (núm. 6, art. 3). Bajo esta perspectiva, las entidades estatales 

deben adoptar prácticas deliberativas, transparentes y abiertas al escrutinio ciudadano, que generen 

mayor participación, y fortalezcan la gobernanza y la confianza ciudadana. 

En lo que respecta a la cultura política y ciudadana desde la democracia participativa, es 

necesario comprender que este principio también redefine el rol del individuo en la vida pública. 

La democracia participativa exige una ciudadanía activa, crítica y corresponsable, capaz de incidir 
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en los procesos de decisión más allá de los canales formales. Este principio constitucional, de 

acuerdo a lo señalado por el Consejo de Estado, propende “…, por la transformación del 

comportamiento y del compromiso civil de los integrantes de la sociedad colombiana; busca hacer 

de ellos ciudadanos activos y comprometidos en la definición del destino colectivo que les 

corresponde como integrantes de una misma nación” (Consejo de Estado, Rad: 2020-00120-

00(2444), 2020, del 21 de abril). En este sentido, la cultura política y ciudadana debe orientarse 

hacia la consolidación de prácticas deliberativas y la promoción de valores democráticos que 

permitan la apropiación del espacio público como escenario legítimo de expresión. Esta 

transformación cultural implica superar la visión pasiva del ciudadano como mero receptor de 

decisiones estatales, para reconocerlo como sujeto político que participa en la construcción del 

destino colectivo.  

De conformidad con lo expuesto, y partiendo de una concepción ampliada de la 

democracia, se ha reconocido una forma más robusta de participación comunitaria, que ha dado 

lugar a la autorización y legitimación de formas no convencionales de expresión política. Así lo 

ha manifestado la Corte Constitucional (2017) al precisar que “…, la ciudadanía puede ejercer la 

denominada Druck der Straβe, es decir, la presión ciudadana a través de mecanismos no cobijados 

por procesos tradicionales, sino por la acción colectiva en las calles” (Sentencia C-223/17, del 20 

de abril). Dicha legitimación adquiere especial relevancia, teniendo en cuenta que en escenarios 

caracterizados por la omisión o el incumplimiento de las obligaciones que tiene a su cargo el 

Estado, en los cuales se sitúa al individuo en condiciones de vulnerabilidad real, ciertos 

mecanismos de carácter ordinario legalmente previstos pueden revelarse insuficientes para atender 

de manera eficaz las dificultades y demandas sociales emergentes. Ante tales circunstancias, las 

comunidades se ven obligadas a recurrir a formas alternativas de participación, orientadas por el 

propósito de obtener el reconocimiento y ejercicio pleno de los derechos consagrados en la Carta 

Política.  

Bajo esta premisa, el derecho fundamental a la manifestación pública, consagrado en la 

Constitución (1991), la cual dispone que “Toda parte del pueblo puede reunirse y manifestarse 

pública y pacíficamente […]” (art. 37), se configura como una expresión legitima del principio 

constitucional de participación, erigiéndose además en un mecanismo directo de exigibilidad 

ciudadana. Este derecho adquiere una dimensión profundamente democrática, al reflejar y 
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materializar la voluntad popular. Su ejercicio trasciende la mera acción colectiva para convertirse 

en una herramienta jurídicamente reconocida de participación sustancial, con capacidad de incidir 

en la configuración del orden normativo e institucional que permea los diferentes ámbitos de la 

sociedad. Sobre ello, Sierra (2022) menciona que, 

El ejercicio del derecho a la protesta, entonces, se encuentra contemplado en un 

marco jurídico que le permite un campo de acción en lo legal, pues un Estado Social de 

Derecho debe permitir el ejercicio del derecho a la protesta, ya que esta busca la 

reactivación del correcto funcionamiento de la institución […]. Para la comprensión de la 

protesta social, es necesario entrar en el campo del derecho, la protesta misma es la forma 

de llamar la atención pública y de las autoridades sobre el conflicto o las necesidades cuya 

satisfacción se reclama (pp. 177-178).  

Así pues, la protesta social se erige un instrumento legítimo mediante el cual los ciudadanos 

pueden exigir el reconocimiento de derechos, defender posiciones políticas y sociales, ejercer 

control sobre las instituciones o manifestar su inconformidad frente a las decisiones adoptadas por 

los gobiernos de turno. Esta práctica adquiere un carácter demandante cuando es empleada para 

visibilizar la inacción estatal y presionar por el cumplimiento de los fines esenciales del Estado, y 

la garantía de los derechos fundamentales. En consonancia con ello, Gargarella (2005) afirma que 

“…, el derecho a protestar aparece así, en un sentido importante al menos, como el “primer 

derecho”: el derecho a exigir la recuperación de los demás derechos” (p. 19). Por consiguiente, en 

primer lugar, la manifestación pública no puede ser entendida como una expresión aislada de 

inconformidad, sino como una reacción legítima y previsible frente a la ineficiencia institucional 

en la protección de los derechos reconocidos por el orden constitucional; y en segundo lugar, la 

garantía de este derecho fundamental implica, además del respeto por los postulados del Estado 

Social de Derecho, la salvaguarda de las prerrogativas mínimas que el Estado pretende asegurar, 

muchas de las cuales se articulan con la movilización ciudadana, tales como la libertad de 

expresión, la reunión pacífica y la libre asociación. Al respecto, la Corte Constitucional (2017) ha 

reconocido la estrecha vinculación entre estos derechos señalando que: 

…, es necesario concluir desde la jurisprudencia […], la interrelación y la 

interdependencia existente entre los derechos fundamentales de reunión, manifestación 
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pública, protesta ciudadana, libertad de expresión y los derechos políticos, de modo tal, que 

la realización o la violación del derecho de reunión implica el logro o la afectación de la 

libertad de expresión y de los derechos políticos (Sentencia C-223/17, del 20 de abril). 

En tal sentido, la interdependencia entre estas garantías constitucionales refuerza la tesis 

de que la acción colectiva no constituye un fenómeno aislado. Su ejercicio supone la práctica y 

salvaguarda simultánea de otras libertades que operan en favor de una ciudadanía informada y 

crítica. Desde esta perspectiva de relación intrínseca, López (2019) subraya que “…, la libertad de 

reunión pacífica y de asociación constituyen un valioso indicador para precisar en qué medida un 

Estado respeta el goce de otros derechos humanos” (p. 169). Por tanto, la garantía del derecho a la 

protesta se define como un indicador esencial del nivel de calidad democrática, así como un reflejo 

del compromiso estatal con el respeto hacia la dignidad humana, los derechos constitucionales y 

la pluralidad política, en el marco de un Estado Social de Derecho como el colombiano. 

3. El impacto del derecho fundamental a la protesta en Colombia. 

La protesta se ha consolidado como un instrumento constante de presión política y 

reivindicación social frente a las autoridades gubernamentales. Diversos sectores de la sociedad, 

entre los que se encuentran comunidades rurales, organizaciones sindicales, colectivos 

estudiantiles, pueblos indígenas y campesinos, han recurrido a la manifestación pública como vía 

de participación directa, especialmente en contextos donde los canales institucionales de dialogo 

han resultado insuficientes o han sido clausurados. Esta dinámica ha propiciado una intensificación 

sostenida en la frecuencia y magnitud de las manifestaciones sociales en el país, reflejando el 

creciente protagonismo del ciudadano en la esfera pública. De acuerdo con el Centro de 

Investigación y Educación Popular – CINEP – (2014), se registraron “..., 1.027 protestas en 

Colombia durante 2013, el mayor número de luchas desde 1975. Tan inusitado nivel de 

movilización da cuenta de una sociedad en movimiento con altos niveles de participación 

ciudadana y con notoria visibilidad de sus actores” (p. 3). Este fenómeno no fue aislado, pues en 

los años posteriores el número de protestas continuó en ascenso, consolidando una tendencia 

estructural de movilización social. Según lo documentado por la Defensoría del Pueblo (2021): 

Durante el año 2020, la Defensoría elaboró 125 reportes de noticias sobre 

manifestaciones sociales, a través de los cuales logró conocer de 1991 hechos de 
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manifestación y protesta social. Se estima que en 2020, en Colombia se presentaron en 

promedio 165 manifestaciones o protestas sociales mensuales (p. 17). 

El año 2021 constituyó un punto de inflexión en el ejercicio del derecho fundamental a la 

protesta en Colombia, al alcanzarse niveles sin precedentes en cuanto a la magnitud, frecuencia y 

extensión territorial de las manifestaciones públicas, particularmente en el marco del paro 

nacional. Este periodo evidenció una intensificación del ejercicio de la movilización ciudadana 

como mecanismo de exigencia social, en un contexto marcado por el descontento frente a 

decisiones institucionales y la acumulación de demandas históricas no atendidas. Según la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos – CIDH – (2021): 

El Estado colombiano reportó a la CIDH que, entre el 28 de abril y el 4 de junio, en 

el marco del paro nacional, se realizaron 12.478 protestas en 862 municipios de los 32 

departamentos, que incluyen: 6.328 concentraciones, 2.300 marchas, 3.190 bloqueos, 632 

movilizaciones y 28 asambleas. El 89% de las protestas, esto es 11.060, se desarrollaron 

sin registrar hechos de violencia y contaron con el acompañamiento de las personerías 

municipales, gestores de convivencia, funcionarios de la defensoría del pueblo y agentes 

policiales. (p. 6). 

Así pues, el acompañamiento de organismos de control y autoridades locales en las 

manifestaciones ha reafirmado el carácter legitimo del ejercicio del derecho a la protesta, y la 

evolución cuantitativa y cualitativa en la práctica de este derecho revela una transformación 

profunda y continua en la cultura política del país, en la que la ciudadanía ha asumido un rol activo 

en la exigencia de derechos, la fiscalización del poder y la construcción de agendas públicas, pues 

para el año 2023, la Defensoría del Pueblo (2024) señalo que “…, entre enero y diciembre de 2023, 

se registraron un total de 2046 eventos, que son la manifestación de la existencia de conflictos 

sociales. Comparativamente, en el año 2022 se registraron 1427 eventos, lo que representa un 

aumento del 43 %” (p. 13). Este volumen de acciones colectivas refleja no solo la capacidad 

organizativa de distintos sectores sociales, sino también el afianzamiento de la protesta como un 

canal de expresión frente a la deficiencia estatal. La protesta ha dejado de ser una reacción 

episódica para convertirse en una práctica estructural de participación, que interpela directamente 

al Estado sobre sus omisiones, decisiones y prioridades. 
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A pesar de todo, el incremento del número de eventos también evidencia la persistencia de 

conflictos sociales no resueltos, prueba de ello es que las protestas desarrolladas en 2022 y 2023 

“…, presentan una gran coincidencia en los conflictos que las originaron: laborales, educativos, la 

falta de presencia e inversión estatal y deficiencias en la prestación de los servicios públicos y 

transporte” (Defensoría del Pueblo, 2024, p. 14). Así pues, las movilizaciones han respondido a 

factores estructurales que han generado una inconformidad persistente en la ciudadanía, tales como 

la desigualdad socioeconómica, el desempleo, la precariedad en el acceso a servicios esenciales 

como salud y educación, el establecimiento de cargas tributarias y el incumplimiento de acuerdos 

por parte del Estado, los cuales no han sido solucionados.  

En este escenario, la protesta se ha posicionado como el recurso más visible y legítimo para 

exigir justica material y atención institucional frente a las problemáticas históricas que no han sido 

resueltas por las autoridades públicas, tales como la “…, inversión social en los territorios en 

materia de salud, alimentación, seguridad, educación y empleo. Asimismo, […] exigencias para el 

acceso a tierras, eficiencia en la prestación de servicios públicos y de transporte, y respeto y 

garantía de los derechos humanos” (Defensoría del Pueblo, 2024, p. 14). En ese orden de ideas, el 

espacio público – particularmente las calles – se ha redefinido en un entorno de deliberación 

política, donde convergen y se exponen múltiples demandas sociales las cuales para el año 2023, 

de acuerdo con la Defensoría del Pueblo (2024) “…, estuvieron dirigidas principalmente a los 

gobiernos municipales (26%), a distintas entidades del Gobierno Nacional (18%), a empresas 

(10%), a Organismos electorales (7%), al gobierno departamental (6 %), al Gobierno Nacional y 

Municipal (4%), a entes autónomos (3%)” (p. 27). Esto evidencia que los reclamos se orientan 

principalmente a las autoridades públicas, es decir, a quienes ostentan la responsabilidad 

constitucional y legal de garantizar las condiciones materiales óptimas para el correcto ejercicio 

de los derechos reconocidos en el ordenamiento normativo.   

Conviene precisar que, en el marco de las manifestaciones públicas se han registrado 

diversos actos de violencia tanto por parte de personas participantes como de terceros ajenos a las 

movilizaciones, lo que ha requerido la intervención estatal para preservar la seguridad ciudadana. 

Sobre este aspecto, en relación con las manifestaciones ocurridas en el año 2021, la CIDH (2021) 

señaló que “…, el Estado adujo que en 1.418 protestas, correspondiente al 11%, se presentaron 

disturbios o acciones violentas que a su juicio afectaron la convivencia ciudadana y para las cuales 
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fue habilitada la intervención del ESMAD” (p. 6). El uso de la fuerza pública en ambientes de 

protesta tiene fundamento en el concepto de la seguridad estatal, concepto que según Arbeláez 

(2009) “…, significa el establecimiento de un orden jurídico e institucional que protege a los 

súbditos” (p. 121) En ese sentido, el poder del Estado debe garantizar el establecimiento de un 

orden constitucional y legal dirigido a proteger a los ciudadanos de la violencia, asegurando su 

vida, libertad y la integridad de sus bienes, por lo cual es totalmente valida su intervención en 

contextos de protesta cuando se ponen en peligro dichas garantías.  

En esta misma línea, Max Weber (2007) sostiene que el “Estado es aquella comunidad 

humana que, dentro de un determinado territorio […], reclama —con éxito— para sí el monopolio 

de la violencia física legítima” (p. 10). Así pues, estos ideales sugieren que el Estado, como ente 

garante, a través de sus entidades y agentes, está legitimado para ejercer la violencia, puesto que 

se supone que el uso de dicha represión es legítimo en la medida en la que se emplee con el fin de 

garantizar la seguridad de los asociados. En consecuencia, no le es dable al ciudadano, incluso a 

través de la protesta, ejercer actos que comprometan la seguridad social o que pongan en riesgo 

los bienes jurídicos que el Estado pretende salvaguardar, puesto que, con base en ello, el Estado 

“..., tendrá para sí todos los medios y todas las fuerzas particulares de los hombres asociados, para 

lograr la paz y seguridad de todos” (Arbeláez, 2009, p. 114), en otras palabras, la noción de 

seguridad estatal permite que el Estado use todos los recursos que tenga a su disposición con el 

propósito de restablecer el orden público y proteger los derechos fundamentales de los ciudadanos. 

La activación de dispositivos de fuerza pública en circunstancias de alteración del orden 

público plantea ciertos interrogantes en torno a la proporcionalidad, legalidad y necesidad de la 

intervención estatal. Este tipo de actuaciones pone de relieve las tensiones existentes entre el deber 

de preservar la seguridad ciudadana y el mandato constitucional de proteger los derechos humanos. 

En efecto, durante del desarrollo de diversas jornadas de protesta se han documentado 

vulneraciones a los derechos fundamentales, tanto de los manifestantes como de miembros de la 

fuerza pública y de la población en general. En este sentido, la Defensoría del Pueblo (2021) ha 

señalado que “Entre el 28 de abril y el 03 de junio de 2021, […] ha recibido 417 quejas por 

presuntas vulneraciones a los derechos humanos en el marco de las manifestaciones sociales o 

hechos que guardarían relación con las mismas” (p. 28). Tal volumen de denuncias refleja una 
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afectación significativa al núcleo esencial de los derechos fundamentales, en especial de aquellos 

como la libertad de expresión, la integridad personal e incluso el debido proceso.  

Este conjunto de quejas, recibidas en un corto periodo de tiempo, da cuenta de un escenario 

de alta conflictividad institucional. La concentración temporal de las denuncias sugiere que las 

manifestaciones sociales han estado marcadas por una dinámica de confrontación intensa entre 

distintos actores, en la que se han generado múltiples situaciones de riesgo para el ejercicio de 

derechos fundamentales. Un aspecto aún más preocupante es que “…, de las 417 quejas recibidas 

en el periodo de análisis, en 306 (73 %) se refiere como presuntos responsables a miembros de la 

fuerza pública, específicamente en 300 (98 %) a la Policía Nacional y 6 (2 %) al Ejército Nacional” 

(Defensoría del Pueblo, 2021, p. 31). Estas cifras evidencian una vulneración sistemática al 

ejercicio legítimo de la protesta social, y exponen deficiencias estructurales en los protocolos de 

actuación de las autoridades encargadas de garantizar el orden público, lo que genera un ambiente 

de desconfianza hacia las instituciones encargadas de proteger los derechos. La gravedad de la 

situación se intensifica al observar que, en el periodo comprendido entre el 28 de abril y el 31 de 

mayo de 2021, las organizaciones no gubernamentales Temblores, Indepaz y Paiss (2021) 

reportaron que, 

La represión con la que el Estado ha decidido enfrentar los reclamos de la 

ciudadanía ha dejado un lamentable saldo de al menos 3.798 víctimas de violencia por parte 

de miembros de la fuerza pública distribuidas así: 1248 víctimas de violencia física, 41 

homicidios presuntamente cometidos por miembros de la Fuerza Pública, 1649 detenciones 

arbitrarias en contra de manifestantes, 705 intervenciones violentas en el marco de protestas 

pacíficas, 65 víctimas de agresiones oculares, 187 casos de disparos de arma de fuego, 25 

víctimas de violencia sexual y 6 víctimas de violencia basada en género (p. 60). 

Esta situación exige una revisión profunda de los marcos normativos que rigen el uso de la 

fuerza en contextos de protesta. Tan altos índices de vulneraciones por parte del Estado a los 

manifestantes, pueden ser como consecuencia de la adopción de la doctrina de la seguridad 

nacional originada con base en el concepto de seguridad estatal, la cual consiste en “…, una 

ideología y una práctica política frontalmente antirrevolucionarias que asumen y ejercen las élites 

del poder económico y militar de las naciones del Centro y del Sur del hemisferio americano” 
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(Benavent, 1990, p. 119). La seguridad nacional no solo configuró una estrategia militar, sino que 

permeó la estructura institucional de los Estados, consolidando una visión autoritaria del orden 

público en la que la protesta social era interpretada como una amenaza existencial. Su influencia 

se extendió a los cuerpos policiales, a los discursos oficiales y a la formación de agentes estatales, 

generando una cultura institucional basada en la sospecha, la represión y la negación del conflicto 

social como fenómeno legítimo. Esta doctrina, 

…, se definió desde el plano militar y se convirtió en la línea de acción de los 

ejércitos […], e hizo de la figura del enemigo interno un concepto, una pieza clave en la 

guerra irregular contra una realidad social caracterizada por la inconformidad ciudadana, 

la movilización y la consolidación de movimientos sociales reivindicativos. De esta 

avalancha ideológica se produjeron entonces consecuencias que incidirían en las políticas 

públicas y las dinámicas ciudadanas de diferentes países y que luego del paso de los años 

estarían en la base del tratamiento contrainsurgente que se les da a muchas situaciones 

sociales (Rincón, 2019, p. 253). 

Por consiguiente, el concepto de seguridad nacional instauró en la mente colectiva de 

algunos ciudadanos la idea del enemigo interno ante cualquier manifestación pública que 

significara la alteración del orden público, aun cuando dicha perturbación fuera producto de 

movilizaciones legítimas que no representaban riesgo para la sociedad, lo anterior, promoviendo 

una narrativa estructurada por parte de las entidades estatales en la cual el disenso era visto como 

dicho enemigo, el cual representaba la perdida de la institucionalidad y una amenaza a la 

democracia del país. Esta visión, además de fomentar un ambiente de miedo y desconfianza 

generalizada, obstaculizando las posibilidades de reconocimiento legítimo de las expresiones 

ciudadanas, logró que la idea del extermino del enemigo fuera aceptada por la sociedad, y en 

consecuencia se diera un tratamiento contrainsurgente a las manifestaciones sociales que ha tenido 

como resultado múltiples violaciones a los derechos humanos. 

El conjunto de datos señalados revela una crisis grave en la garantía efectiva de los 

derechos fundamentales durante el ejercicio de la protesta social, y plantea la necesidad urgente 

de revisar los marcos normativos que regulan este derecho, así como el uso de la fuerza pública 

por parte del Estado. Que existan preceptos normativos habiliten la intervención estatal en las 
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manifestaciones públicas e indirectamente propicien la vulneración de derechos fundamentales, 

pone en cuestión el papel de la Constitución Política y del derecho administrativo en la salvaguarda 

de estas prerrogativas. La reiteración de prácticas represivas no solo vulnera el principio de 

dignidad humana, sino que también compromete la legitimidad democrática del Estado social de 

derecho, y lleva a los ciudadanos a afirmar que “…, el derecho acostumbra a hacer lo que no debe: 

maltrata a quienes debe cuidar, persigue a quienes debe proteger, ignora a quienes debe mayor 

atención y sirve a quienes debe controlar” (Gargarella, 2005, p. 19). En este contexto, resulta 

imperativo avanzar hacia una política pública de protección integral de la protesta, que reconozca 

su valor constitucional como expresión social y asegure condiciones materiales y jurídicas para su 

ejercicio libre, seguro y respetuoso de los derechos humanos. 

4. Limitación y protección administrativa del derecho a la protesta en Colombia. 

Como se mencionó en precedencia, el derecho a la reunión y manifestación pública se 

encuentra consagrado en el artículo 37 de la Constitución, formando parte de los denominados 

derechos fundamentales, y reconocido además por diversos tratados internacionales de protección 

de los derechos humanos. Dicho artículo establece en cuanto a su limitación que “Sólo la ley podrá 

establecer de manera expresa los casos en los cuales se podrá limitar el ejercicio de este derecho” 

(Constitución Política, 1991, art. 37), lo que implica que cualquier regulación debe emanar 

directamente del Congreso de la República, en virtud del principio de reserva legal allí establecido. 

En ese sentido, es pertinente señalar que, si bien la Constitución garantiza el derecho fundamental 

a la protesta, esta lo hace de manera general y abierta, delegando en el legislador la facultad de 

regularlo y restringirlo mediante el ejercicio del margen de configuración legislativa que ostenta.   

No obstante, a pesar de la relevancia del derecho a la movilización social en el contexto 

democrático, Colombia carece de una ley estatutaria que regule de manera integral el ejercicio de 

la manifestación pública, como lo exige la propia Carta Política desde su promulgación en 1991. 

Esta omisión legislativa ha ocasionado que la limitación, interpretación y protección de este 

derecho se realice a través de lo dispuesto en los tratados internacionales ratificados por Colombia, 

así como por lo señalado en la jurisprudencia de la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos, la Corte Constitucional, el Consejo de Estado y la Corte Suprema de Justicia, toda vez 

el mencionado artículo “…, se trata de una norma de naturaleza abierta que para su plena 
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comprensión debe ser complementada por múltiples normas a través de interpretaciones 

auténticas” (Perilla, 2023, p. 150). En consecuencia, la práctica del derecho a la protesta requiere 

no solo de un marco normativo actualmente inexistente, sino también de la interpretación judicial 

y administrativa que realicen las autoridades competentes. Por ello, resulta imperativo la 

expedición de una ley estatutaria que regule y delimite el ejercicio de este derecho, pues así 

también lo ha demandado la CIDH (2021) al recomendarle al Estado colombiano “Elaborar y 

aprobar una ley estatutaria que regule los alcances y limitaciones del derecho a la protesta en 

Colombia, de acuerdo con lo dictado por la Corte Suprema y en conformidad a los estándares 

internacionales en la materia” (p. 42). 

Con todo, el ejercicio del margen de configuración legislativo está sujeto a límites 

constitucionales estrictos, en tanto se encuentra condicionado por los principios que rigen la 

limitación de los derechos fundamentales. Esto implica que cualquier norma que pretenda 

delimitar el ejercicio de la protesta debe estar orientada a proteger el núcleo esencial de este 

derecho, sin incurrir en restricciones arbitrarias o desproporcionadas que lo desnaturalicen. En 

relación con lo expuesto, la Corte Constitucional (2017) ha precisado que, 

…, el ámbito irreductible de protección del derecho a la reunión, manifestación y 

protesta, es la conglomeración de personas, identificadas con fines comunes, cuyo fin es 

manifestarse –libertad de expresión- frente al funcionamiento del gobierno –control 

político-, a través de la presión en la calle y mediante un actuar pacífico y sin armas. En 

otras palabras, el Legislador no podrá, por vía de legislación estatutaria, establecer medidas 

que cercenen la facultad ciudadana de ejercer control al poder político, de manifestarse u 

opinar libremente y de intentar establecer un diálogo con el Estado sobre asuntos esenciales 

(Sentencia C-223/17, del 20 de abril).   

De igual forma, de acuerdo a lo señalado en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos (1966) las limitaciones que establezca la ley deben ser aquellas “…, que sean necesarias 

en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad pública o del 

orden público, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los demás” 

(art. 21). En este orden de ideas, teniendo en cuenta que la manifestación pública constituye una 

forma legítima de control político y expresión ciudadana, cualquier restricción debe estar orientada 
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exclusivamente a garantizar la convivencia democrática y el orden justo, sin desnaturalizar el 

propósito deliberativo y comunicativo que subyace de este derecho. Así, la configuración 

normativa debe partir del reconocimiento de la protesta como instrumento dialógico entre las 

autoridades y la ciudadanía, y no como una amenaza que justifique su limitación arbitraria. En esa 

misma línea, la Corte Constitucional (2017) ha sido clara al indicar que, 

…, el Legislador no puede crear estatutos generales de la reunión, manifestación y 

protesta, que le concedan la facultad tanto a él como al Ejecutivo, de definir qué es una 

reunión, una manifestación o una protesta. Ello se debe a que, una decisión de este talante, 

podría involucrar una intervención desproporcionada en estos derechos, así como una 

afectación grave a otros derechos, como la libertad de expresión, el ejercicio de derechos 

sindicales, entre otros (Sentencia C-223/17, del 20 de abril).  

Del citado pronunciamiento jurisprudencial se colige que tanto el poder Legislativo como 

el Ejecutivo tienen limitadas sus facultades. Conviene resaltar, particularmente en relación con las 

entidades estatales, la imposibilidad para expedir actos administrativos que pretendan establecer, 

de manera unilateral o restrictiva, el concepto, alcance o naturaleza de las formas legitimas de 

reunión o manifestación. Por otra parte, si bien no existe una regulación legal específica sobre la 

protesta, es posible hablar de algunas limitaciones establecidas, una de las cuales se encuentra 

contenida en el artículo 37 de la Constitución, la cual “…, consiste en que este derecho ampara 

solo las reuniones y manifestaciones pacíficas. Esto quiere decir que las reuniones y 

manifestaciones que no sean pacíficas, es decir, las violentas, están excluidas del contenido o 

ámbito de protección de este derecho fundamental” (Bernal, 2022, pp. 140-141). 

Esta restricción constitucional debe interpretarse como una condición inherente al ejercicio 

legítimo del derecho a la protesta en el marco del Estado Social de Derecho. Dicha exigencia 

responde a la necesidad de armonizar el derecho a la manifestación con otros derechos 

fundamentales como la integridad personal. En consecuencia, cualquier expresión colectiva que 

recurra a la violencia podrá ser objeto de intervención, siempre que esta se ajuste a los principios 

de necesidad y proporcionalidad. Esta delimitación no implica una autorización para restringir 

arbitrariamente la protesta, sino que establece un estándar mínimo de convivencia que debe ser 

respetado tanto por los ciudadanos como por las autoridades. En igual sentido se ha pronunciado 
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la Corte Constitucional (2017) al señalar que el derecho a la protesta “…, debe leerse a través del 

bloque de constitucionalidad y que cualquier reglamentación debe estar orientada a los límites 

intrínsecos del derecho a saber, que sea pacífica y sin armas” (Sentencia C-223/17, del 20 de abril). 

De esta forma se recalca que este derecho debe estar alejado de todo acto de violencia que 

afecten otras prerrogativas esenciales y que irrespete el orden constitucional y democrático 

establecido. Por ende, aunque estas acciones colectivas pueden presentarse en diversas formas, 

tales como concentraciones, plantones, marchas en los espacios públicos, bloqueo de vías, 

cacerolazos, huelgas, entre otros, de acuerdo con lo expresado por la CIDH (2019)“…, cualquiera 

sea la modalidad de la protesta, los instrumentos interamericanos establecen que el derecho de 

reunión debe ejercerse de manera pacífica y sin armas” (p. 7).  

Este límite consagrado en la Carta Política exige entender que en el ejercicio del derecho a 

la movilización social “…, las acciones por parte de los manifestantes no tienen como objeto la 

provocación de alteraciones violentas o el desconocimiento del Estado de derecho” (Corte 

Constitucional, 2017). En razón de ello, se encuentran prohibidas expresiones o discursos cuyo 

contenido persiga fines contrarios al orden juridico, tales como “…, (i) la propaganda de la guerra; 

(ii) la apología al odio, a la violencia y el delito; (iii) la pornografía infantil; (iv) la instigación 

pública y directa a cometer delitos; y (v) lo que el Legislador señale de manera expresa” (Corte 

Constitucional, Sentencia C-009/18, del 7 de marzo). Se hace énfasis en esta delimitación, toda 

vez que, como se expuso en el capítulo anterior, durante el desarrollo de algunas protestas se han 

presentado hechos de violencia y vandalismo que han requerido la intervención de las autoridades. 

Estos eventos, aunque asilados en muchos casos, han generado una percepción estatal según la 

cual las manifestaciones sociales constituyen alteraciones al orden público y al statu quo, afectando 

la tranquilidad y la convivencia ciudadana, lo que puede derivar en tensiones con la noción de 

seguridad estatal y respuestas restrictivas que comprometan el ejercicio del derecho. 

En virtud de lo anterior, se diría entonces que toda protesta social que implique 

perturbaciones al orden público no merece la protección que el ordenamiento jurídico otorga a este 

derecho, y que por lo tanto la intervención de la fuerza pública estaría totalmente legitimada para 

proceder con su restricción y recuperar las condiciones sociales alteradas. Sin embargo, el Consejo 

de Estado (2020) ha adoptado una postura más garantista frente a este asunto al precisar que, 
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…, el ejercicio legítimo del derecho fundamental a la manifestación pública, es 

decir, de manera pacífica, puede conllevar a que se presenten alteraciones en el orden 

público, pero esa circunstancia exclusivamente no constituye una razón para restringir una 

manifestación, pues lo contrario implicaría desconocer esta garantía constitucional; 

característica que obedece a que el derecho a la manifestación pública es un mecanismo de 

participación y control político que busca llamar la atención sobre las necesidades sociales, 

por eso su protección implica garantizar la existencia de un Estado democrático y plural 

(Consejo de Estado, Rad: 2019-00517-00, 2020, del 9 de noviembre). 

En ese sentido, el máximo órgano de la Jurisdicción Contencioso Administrativa adopta 

una postura moderada frente al tratamiento que los organismos estatales deben otorgar a las 

movilizaciones sociales, reconociendo que, en determinados casos, las perturbaciones generadas 

por estas manifestaciones buscan visibilizar necesidades sociales insatisfechas. Por tanto, mientras 

dichas expresiones no configuren una alteración desproporcionada del orden público, no pueden 

ser tratadas como amenazas que justifiquen la intervención de la fuerza pública y su posterior 

restricción, sino como mecanismos legítimos de participación y control político acreedores de la 

protección estatal. Ahora bien, las instrucciones y regulaciones sobre la intervención de las 

autoridades en contextos de protesta han sido establecidas mediante actos administrativos que 

definen el proceder institucional de dichos actores frente a las manifestaciones públicas. A través 

de estos instrumentos, el derecho administrativo ha asumido una función normativa en la 

regulación y gestión estatal de la protesta social, procurando su protección formal, pero también 

condicionándola a la garantía de la seguridad ciudadana, la preservación del orden público, el 

respeto por el Estado Social de Derecho y la salvaguarda de los derechos fundamentales, tanto de 

quienes participan en el ejercicio de la movilización como de terceros ajenos a ella. Lo anterior, se 

ha traducido en limitaciones y garantías al ejercicio del derecho fundamental.  

A partir de lo anterior, autoridades como el Presidente de la República, los gobernadores y 

los alcaldes, han expedido dichos actos administrativos, en virtud de las competencias que les 

otorgan los artículos 189, 303 y 315 de la Constitución respectivamente, como autoridades 

responsables del mantenimiento del orden público en sus jurisdicciones correspondientes. A su 

vez, la Policía Nacional tiene como propósito esencial “…, el mantenimiento de las condiciones 

necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas, y para asegurar que los habitantes 
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de Colombia convivan en paz” (Constitución Política, 1991, art. 218), lo cual refuerza su rol 

institucional y necesario en escenarios de protesta. En este orden de ideas, convine señalar que el 

Decreto 003 de 2021, proferido por el Presidente de la República, constituye uno de los 

instrumentos más relevantes en la regulación administrativa de la protesta social. El mencionado 

decreto expide el Protocolo de acciones preventivas, concomitantes y posteriores, en ese sentido, 

este acto administrativo regula las acciones de las autoridades frente a manifestaciones públicas, 

con el objetivo de garantizar el ejercicio legítimo del derecho a la protesta y evitar abusos 

institucionales. Una de las garantías establecidas es que,  

Las autoridades de la rama ejecutiva del orden nacional y territorial, están en la 

obligación de privilegiar el diálogo y la mediación en el desarrollo de las manifestaciones 

públicas, como elementos determinantes y principales dentro de la actuación de las 

autoridades administrativas y de policía (Decreto 003 de 2021, art. 2).  

Esta disposición impone un deber de actuación preventiva y conciliadora a todas las 

entidades administrativas en las movilizaciones sociales que se lleven a cabo en el país. Esto 

implica que los organismos no pueden limitarse a reaccionar ante la protesta una vez iniciada, sino 

que deben adoptar acciones anticipadas que favorezcan la construcción de escenarios de diálogo y 

reduzcan la posibilidad de confrontaciones. La mediación no es un mecanismo accesorio, sino un 

principio rector que debe orientar toda la intervención estatal en estos contextos, en cumplimiento 

del mandato superior de promover la participación ciudadana y proteger la libertad de expresión. 

Asimismo, se estableció que “Los gobernadores, alcaldes distritales y municipales, deberán 

disponer el acompañamiento de la movilización o concentración, además de la Policía Nacional, 

de los gestores de convivencia o funcionarios delegados, para que promuevan el diálogo, 

interlocución y mediación” (Decreto 003 de 2021, art. 6). Esto evidencia un enfoque institucional 

orientado a la prevención del conflicto mediante la presencia activa de funcionarios que faciliten 

la comunicación entre las partes. La inclusión de gestores como actores clave en el desarrollo de 

las movilizaciones significa un avance en la humanización de la gestión del orden público. Su 

función no se limita a observar, sino que consiste en participar activamente para evitar la escalada 

de tensiones y canalizar los reclamos ciudadanos. Esta figura contribuye a desmilitarizar la 

respuesta estatal y a fortalecer la confianza entre la ciudadanía y las instituciones. 
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Otra garantía previa a la realización de las movilizaciones sociales, es la activación de los 

Puestos de Mando Unificado – PMU –, definidos como “…, una instancia de coordinación 

interinstitucional que tiene como objetivo articular, supervisar, tomar las acciones que considere 

necesarias para la garantía de los derechos ciudadanos tanto de aquellos que realizan 

manifestaciones pacíficas como de aquellos que no participan de ella (Decreto 003 de 2021, art. 

8).  La consagración de los PMU permite una respuesta articulada entre diferentes organismos 

públicos, lo que favorece la toma de decisiones oportunas y respetuosas de la normativa 

constitucional. Su activación previa garantiza que se adopten medidas de prevención, protección 

y monitoreo, evitando improvisaciones que puedan derivar en vulneraciones de derechos. 

En cuanto a las limitaciones, se estableció que los movimientos sociales convocantes “…, 

avisarán a la alcaldía de la jurisdicción […] la fecha, hora y sitio del lugar en donde se va a ejercer 

el derecho a la manifestación pública y pacífica, y el posible recorrido” (Decreto 003 de 2021, art. 

21).  No obstante, esto no es una condición obligatoria para el ejercicio del derecho fundamental 

a la protesta, así lo señala el parágrafo 2 del artículo 21 del Decreto 003 de 2021, por lo que se 

reafirma que dicho aviso solo tiene una función informativa que le permite a las autoridades 

adoptar las medidas necesarias para garantizar el normal desarrollo de las manifestaciones, y no 

constituye por el contrario un requisito habilitante para el ejercicio del derecho. Respecto de la 

actuación de la Policía Nacional en el marco de actos de violencia que impliquen alteraciones al 

orden público, se ordenó que “…, se realizará con la observancia plena de los principios de 

necesidad, gradualidad, proporcionalidad y racionalidad” (Decreto 003 de 2021, art. 27), lo que 

implica que cualquier intervención debe estar precedida por una evaluación objetiva de la 

situación, evitando respuestas desmedidas o indiscriminadas. Estos principios no solo constituyen 

estándares operativos, sino también garantías sustanciales para la protección de los derechos 

humanos en contextos de protesta. La necesidad exige que la intervención sea estrictamente 

imprescindible para restablecer el orden, la gradualidad impone una progresión en las acciones 

adoptadas, la proporcionalidad exige que la intensidad de la respuesta guarde relación con la 

gravedad de la situación, y la racionalidad obliga a que toda actuación esté fundada en criterios 

técnicos y jurídicos. Su aplicación rigurosa permite evitar el uso excesivo de la fuerza y preservar 

la legitimidad de la actuación estatal frente a la sociedad.  
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De hecho, entre otras garantías establecidas se destacan la obligación del aviso previo del 

uso de la fuerza, la exigencia de que esta se aplique de forma diferencial, y la prohibición 

categórica del uso de armas de fuego en escenarios de protesta, como medida orientada a 

salvaguardar la vida e integridad de los participantes. Estas disposiciones cumplen unas funciones, 

por una parte, permiten que los ciudadanos conozcan con antelación las medidas que podrían ser 

adoptadas, lo cual contribuye a la prevención de confrontaciones y al fortalecimiento de la 

confianza institucional, por otra, obliga a las autoridades a centrar su intervención exclusivamente 

en los focos de violencia, evitando afectar a quienes ejercen su derecho de manera pacífica. 

Mientras tanto, la prohibición del uso de armas de fuego responde a la necesidad de evitar que el 

ejercicio legítimo de la protesta se vea vulnerado por prácticas represivas que puedan derivar en 

violaciones graves a los derechos humanos, delimitando con claridad el tipo de armamento 

permitido y excluyendo expresamente el uso de armas letales en contextos de movilizaciones.  

Sobre la intervención del Escuadrón Móvil Antidisturbios – ESMAD – recientemente 

denominado Unidad de Diálogo y Mantenimiento del Orden (UNDMO), esta “…, será entendida 

como la última instancia y el último recurso para controlar los actos de violencia que cometan 

personas o focos específicos dentro de una manifestación pacífica” (Decreto 003 de 2021, art. 34). 

Así, se introduce una regla de subsidiariedad en el uso de la fuerza especializada, lo que implica 

que su despliegue debe estar precedido por intentos de contención menos intrusivos y orientados 

a preservar el carácter pacífico de la protesta. En conjunto, estas disposiciones configuran un 

marco normativo que, al menos en su formulación, busca armonizar la actuación estatal con los 

estándares constitucionales y de derechos humanos aplicables en el marco de la protesta social. 

Otro precepto normativo de especial relevancia en el tratamiento administrativo de las 

manifestaciones sociales es el Decreto 575 de 2021, expedido por el Presidente de la República. 

A diferencia del decreto anterior, este no contempla disposiciones específicas orientadas a proteger 

el derecho a la protesta social, sino que se enfoca exclusivamente en la conservación y el 

restablecimiento del orden público en diversas regiones del país durante el contexto del Paro 

Nacional ocurrido en 2021. El contenido normativo del decreto se orienta principalmente a 

impartir instrucciones operativas a las autoridades territoriales, guardando silencio sobre garantías 

concretas que aseguren el respeto por los derechos fundamentales de quienes ejercen la protesta 

pacífica. En efecto, el decreto ordena a determinados alcaldes y gobernadores: 
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Coordinar con las autoridades militares y de policía del departamento la asistencia 

militar de que trata el Artículo 170 de la Ley 1801 de 2016, de manera que […] pongan en 

ejecución este instrumento legal para afrontar y superar los hechos que dan lugar a la grave 

alteración de la seguridad y la convivencia, en sus respectivas jurisdicciones (Decreto 575, 

2021, num. 1, art. 1). 

Esta disposición habilitó la intervención de las Fuerzas Militares en escenarios de protesta, 

sin establecer criterios diferenciadores entre manifestantes pacíficos y focos de violencia, ni exigir 

la aplicación de principios en el uso de la fuerza. Adicionalmente, se instruyó a las autoridades 

locales a “Adoptar las medidas necesarias, en coordinación con la fuerza pública, para levantar los 

bloqueos internos que actualmente se presentan en las vías de sus jurisdicciones, así como también 

evitar la instalación de nuevos bloqueos” (Decreto 575 de 2021, núm. 2, art. 1), lo que implicó 

restricciones a formas legítimas de protesta como los plantones o marchas. En suma, el Decreto 

575 de 2021 prioriza la restauración del orden público mediante la adopción de medidas 

restrictivas, sin establecer salvaguardas explícitas para el ejercicio legítimo de la protesta social ni 

límites claros al uso de la fuerza. Esta omisión resulta especialmente preocupante, dado que se 

faculta a las autoridades locales para recurrir a la asistencia militar sin exigir la observancia de 

estándares mínimos como los principios de necesidad, proporcionalidad y razonabilidad. La 

ausencia de estos criterios puede comprometer la legitimidad de la actuación estatal en ambientes 

de movilización, al permitir intervenciones que, lejos de garantizar derechos, pueden derivar en 

afectaciones graves a la libertad de expresión, reunión y participación política.  

Por otra parte, entidades territoriales, en el marco de las protestas, han ejercido sus 

competencias constitucionales y legales mediante la expedición de actos administrativos. Estas 

medidas, adoptadas con el argumento de preservar el orden público y cumplir los fines esenciales 

del Estado, reflejan cómo el derecho administrativo se ha convertido en un instrumento de 

regulación directa sobre el fenómeno de la protesta social. En ese contexto, durante el Paro 

Nacional de 2019, el Alcalde Municipal de Cartago, Valle, profirió el Decreto No. 171, 2019, en 

el cual se dispuso “Prohibir el expendido y consumo de bebidas embriagantes en toda la 

jurisdicción del municipio de Cartago […] como medida de prevención” (art. 1). Esta medida 

buscaba evitar situaciones que pudieran alterar la tranquilidad pública o dificultar el control 

institucional durante las jornadas de protesta, especialmente en espacios de alta concurrencia. 
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Asimismo, se estableció una restricción adicional al transporte de ciertos materiales, prohibiendo 

“…, el transporte de cilindros de gas propano, de materiales de construcción como arena, piedra y 

gravilla, escombros, llantas y trasteos en toda la jurisdicción del municipio” (art. 2). Esta 

disposición se fundamentó en la necesidad de evitar que dichos elementos fueran utilizados como 

instrumentos de obstrucción o confrontación durante las movilizaciones, lo que evidencia una 

lógica de contención preventiva frente a posibles escenarios de alteración del orden público. 

En otra ocasión, con motivo del aniversario del Paro Nacional del 28 de abril de 2021 y de 

la conmemoración del Día Internacional del Trabajo de ese año, el Alcalde Municipal de Sincelejo, 

Sucre, expidió el Decreto No. 206 de 2022, mediante el cual estableció medidas excepcionales de 

orden público. Entre ellas, se prohibió el “Uso de capuchas, disfraces, mascaras, pinturas en el 

rostro […] que restrinjan la plena identificación de las personas” (Decreto No. 206 de 2022, lit. d, 

art. 1), así como “El lanzamiento de elementos como talcos, harina, cal, cemento, espuma, entre 

otros elementos que generen estado de indefensión de los ciudadanos” (Decreto No. 206 de 2022, 

lit. e, art. 1). Estas disposiciones reflejan una preocupación institucional por evitar situaciones que 

puedan dificultar la identificación de los participantes o generar riesgos para la seguridad colectiva. 

Además, se establecieron medidas complementarias como la prohibición de caravanas vehiculares, 

la implementación de toque de queda para menores de edad y la declaratoria de ley seca en todo 

el municipio, con el fin de prevenir alteraciones al orden público durante las jornadas de protesta. 

De manera similar, el Alcalde de Cali, Valle, a través del Decreto No. 4112.010.20.0174 

de 2022, estableció medidas regulatorias con el fin de preservar el orden público en el marco de la 

conmemoración del Estallido Social. Entre las acciones contenidas en dicho acto administrativo 

prohibió “…, el porte de todo tipo de armas: contundentes, corto contundentes, corto punzantes, 

punzantes, porte de armas traumáticas y similares que puedan causar lesiones a la vida e integridad 

de las personas” (Decreto No. 4112.010.20.0174 de 2022, art. 7), lo cual refleja una estrategia 

preventiva destinada a mitigar riesgos asociados a la violencia en la protesta social, reforzando el 

enfoque de seguridad ciudadana mediante la limitación de elementos que pudieran ser utilizados 

como armas o generar situaciones de riesgo colectivo. 

Por su parte, el Alcalde Municipal de Tuluá, Valle, ante las jornadas de movilización 

previstas en los días 28 y 29 de mayo de 2025, adoptó medidas específicas para la conservación 
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del orden público y la seguridad ciudadana, profiriendo el Decreto 200.59.3.376 del 27 de mayo 

de 2025, en el cual, además de otras decisiones, dispuso restringir en horarios y fechas específicas 

“…, la circulación de todo tipo de motocicletas, motociclos, en el perímetro urbano y en las vías 

rurales del municipio” (Decreto 200.59.3.376 de 2025, art. 3), medida que fue complementada con 

otra prohibición, según la cual se restringió “…, el abastecimiento y/o venta de combustible a 

motocicletas en todas las estaciones de servicio del Municipio de Tuluá, durante los periodos de 

restricción de circulación” (Decreto 200.59.3.376 de 2025, art. 4). Estas disposiciones evidencian 

una estrategia de control territorial que, mediante la restricción de la movilidad de ciertos 

vehículos, busca prevenir alteraciones al orden público. Al limitar el desplazamiento rápido, se 

desincentiva la conformación de grupos móviles que podrían dificultar la intervención estatal. Esta 

medida, además, consolida una lógica de contención operativa que facilita el despliegue táctico y 

la vigilancia en zonas estratégicas, reforzando el control institucional sobre el espacio público  

Estos ejemplos evidencian como el derecho administrativo, a través de la facultad 

reguladora y de mantenimiento del orden público que ostentan ciertas autoridades, ha intervenido 

de manera directa en el ejercicio del derecho a la movilización social, protegiéndolo, 

garantizándolo o limitándolo. Si bien muchas de estas medidas se justifican en la necesidad de 

prevenir riesgos y garantizar la convivencia pacífica, es necesaria una evaluación constante de su 

proporcionalidad y compatibilidad con el marco constitucional, a fin de que no impliquen 

restricciones significativas tanto a este derecho como a otras prerrogativas fundamentales tales 

como la libertad de expresión y reunión. De esta forma, la protección y limitación del derecho a la 

protesta en Colombia no solo depende de desarrollos legislativos, sino también de la forma en que 

las autoridades judiciales y administrativas aplican este derecho y equilibran la necesidad de 

preservar el orden público a través del aparato estatal, con la garantía de derechos fundamentales. 

Conclusión 

El análisis realizado permite concluir que el derecho fundamental a la protesta en Colombia 

se encuentra en una situación de tensión permanente entre su reconocimiento constitucional como 

manifestación esencial de la democracia participativa y la soberanía popular, y las restricciones 

administrativas que buscan salvaguardar el orden público y la seguridad ciudadana. La ausencia 

de una ley estatutaria que desarrolle de manera integral este derecho ha generado un vacío 
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normativo que ha debido ser colmado por la jurisprudencia constitucional y contencioso-

administrativa, así como por la expedición de actos administrativos de carácter nacional y 

territorial, muchos de los cuales se encuentran entre un enfoque garantista, centrado en la 

mediación y la protección de los derechos fundamentales, y un enfoque restrictivo, en ocasiones 

desproporcionado, que ha asociado la protesta con fenómenos de alteración del orden público. 

En este contexto, el derecho administrativo ha cumplido un papel determinante, pues a 

través de la expedición y el control de actos administrativos se ha configurado un marco práctico 

que regula el ejercicio del derecho a la protesta dependiendo del territorio, en ausencia de una 

regulación legislativa clara. Ello ha permitido avances significativos en materia de garantías, 

especialmente a partir de la jurisprudencia que ha reiterado la obligación estatal de privilegiar el 

diálogo y el uso diferenciado de la fuerza; sin embargo, persisten prácticas restrictivas que han 

derivado en cuestionamientos sobre la proporcionalidad y la legitimidad de las medidas adoptadas, 

particularmente aquellas que han habilitado figuras excepcionales como la asistencia militar o la 

imposición de restricciones generales a la movilidad y a las libertades ciudadanas. De manera 

complementaria, la jurisprudencia del Consejo de Estado y de la Corte Constitucional ha 

desempeñado un rol de contrapeso indispensable frente a las actuaciones administrativas que 

restringen la protesta, al establecer parámetros de razonabilidad, necesidad y proporcionalidad que 

buscan evitar el uso arbitrario del poder público. Este control judicial ha permitido que se 

consoliden estándares de protección más sólidos y que se delimiten los márgenes de actuación de 

las autoridades, reafirmando que la gestión del orden público no puede desconocer la esencia del 

derecho a la protesta ni reducirlo a una simple fuente de conflictividad social. 

Así, el estudio evidencia que la protesta social en Colombia no puede concebirse 

únicamente como un desafío al orden público, sino como un ejercicio legítimo de control político, 

de expresión ciudadana y de deliberación democrática, cuyo respeto y protección resultan 

indispensables para la vigencia del Estado Social de Derecho. De allí se deriva la necesidad urgente 

de expedir una regulación normativa clara, sistemática y garantista, que armonice de manera 

efectiva las exigencias de seguridad y convivencia con la plena protección de los derechos 

fundamentales de los manifestantes, conforme a los principios constitucionales y a los estándares 

internacionales de derechos humanos. Solo bajo este enfoque podrá consolidarse una visión 
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equilibrada que limite la discrecionalidad administrativa y asegure que el derecho a la protesta se 

ejerza en condiciones de libertad, seguridad y respeto por la dignidad humana. 
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